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BOLETIN Nº 1425-10-2

NUEVO INFORME DE LA COMISION DE RELACIONES EXTERIORES, ASUNTOS INTERPARLAMENTARIOS E INTEGRACION LATINOAMERICANA ACERCA DEL PROYECTO DE ACUERDO APROBATORIO DE LA “CONVENCION DE LAS NACIONES UNIDAS SOBRE EL DERECHO DEL MAR” Y DEL ACUERDO RELATIVO A LA APLICACION DE LA PARTE XI DE DICHA CONVENCION.

HONORABLE CAMARA:

En cumplimiento del acuerdo adoptado por la Sala en su sesión del 5 de marzo de 1996, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana pasa a emitiros un nuevo informe sobre el proyecto de acuerdo relativo a la "Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar" y al "Acuerdo relativo ala aplicación de la Parte XI de la Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar, de 10 de diciembre de 1982", a la luz de las observaciones formuladas en dicha sesión por diversos señores Diputados.

En términos generales, en tales observaciones se manifestó interés en precisar el alcance de las declaraciones que Argentina y Bolivia expresaron al ratificar o firmar dichos instrumentos internacionales y en determinar la correspondencia de las sanciones por violaciones de las normas sobre pesquerías con las penas privativas de libertad establecidas en la ley N° 18.892, ley General de Pesca y Acuicultura.

I.- ANTECEDENTES GENERALES.
1. Las declaraciones que el Congreso de la Nación Argentina aprobó al sancionar estos instrumentos y que, posteriormente, el Presidente de la Nación Argentina formuló al depositar su instrumento de ratificación, sostienen, en lo sustancial, lo siguiente:

a) Que Argentina continuará aplicando el régimen vigente en la actualidad sobre el paso de buques extranjeros a través del‑mar territorial argentino, por estimarlo compatible con las disposiciones de la Convención.

b) Que el Tratado de Paz y Amistad suscrito con Chile en 1984 ratifica la neutralización a perpetuidad del Estrecho de Magallanes y asegura su libre navegación para las banderas de todas las naciones.

c) Que Argentina acepta las disposiciones sobre ordenación y conservación de los recursos vivos en alta mar, pero considera que las mismas son insuficientes, por lo que postula su complementación mediante un régimen multilateral efectivo y vinculante que prevenga y evite la sobrepesca y permita controlar tanto las actividades de los buques pesqueros en alta mar como el uso de métodos y artes de pesca.

d) Que no obstante el derecho de libre navegación contemplado en la Convención, debe regularse debidamente el tránsito marítimo de buques con cargamentos de sustancias radiactivas de alta actividad. Para ello, considera que es preciso complementar y reforzar sus disposiciones para prevenir, controlar y minimizar los efectos de la contaminación del mar por sustancias nocivas y potencialmente peligrosas y sustancias radiactivas de alta actividad, y

e) Que acepta la competencia del Tribunal Internacional del Derecho del Mar y el procedimiento arbitral para cuestiones relativas a pesquerías; protección y preservación del medio marino, investigación científica y navegación; pero que no acepta los procedimientos obligatorios conducentes a decisiones obligatorias en controversias que puedan suscitarse en materias de delimitación del mar territorial, de zona económica exclusiva y de plataforma continental, entre Estados con costas adyacentes o situadas frente a frente.

Por su parte, el Gobierno de la República de Bolivia, en el momento de suscribir estos instrumentos, formuló diversas declaraciones, entre las que reitera sus planteamientos marítimos. Informaciones proporcionadas por la Dirección de Política Especial del Ministerio de Relaciones Exteriores señalan que ellas no fueron mantenidas al momento de la ratificación.

II. DECISIONES DE LA COMISION.

1. Personas escuchadas y documentos recibidos.

Durante el estudio de estas materias, la Comisión escuchó al señor Comandante en Jefe de la Armada, Almirante Jorge Martínez Busch; al Subsecretario de Marina, señor Pablo Cabrera Gaete; al Director de Política Especial del Ministerio de Relaciones Exteriores, Embajador Emilio Ruiz‑Tagle Orrego; al Subdirector de Política Especial, Ministro Consejero Hernán Tassara Jiménez, y al Asesor del Departamento del Mar de dicha Secretaría de Estado, señor Héctor Repetto.

Además, recibió informes escritos de la Dirección de Política Especial del Ministerio de Relaciones Exteriores y de la Subsecretaría de Pesca del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción.

2. Indicación de varios señores Diputados para agregar un artículo 2° al proyecto de acuerdo: se aprueba, con dos abstenciones.

En el curso de sus debates, la Comisión convino con el Ministerio de Relaciones Exteriores el texto de las declaraciones que el Gobierno de Chip formulará en el momento de ratificar la Convención, en el que se acogen las principales observaciones formuladas en la sesión que la H. Cámara celebró el 5 de marzo de 1996, por lo que se le propuso al Ministerio de Relaciones Exteriores agregarlas al proyecto de acuerdo, por la vía de una indicación de S.E. el Presidente de la República, a fin de que la aprobación de estos instrumentos diera lugar a una formal adhesión del Congreso Nacional a las políticas de Estado que se siguen en las materias involucradas.

Tal proposición no fue acogida por la Cancillería, por considerarla contraria a las normas constitucionales que rigen la aprobación de los tratados internacionales, sin perjuicio de lo cual sugirió que el respaldo al contenido de las declaraciones se expresara en documento separado del proyecto de acuerdo en tramitación.

De ese modo, el Congreso Nacional tendría una adecuada participación en este proceso y daría su respaldo político a este trascendental instrumento internacional.

Con todo, entre los señores Diputados Bombal, Caminondo, Dupré, Fuentealba, Letelier, Longton, Munizaga y Valcarce hubo consenso en estimar que las normas constitucionales, que sólo permiten al legislador aprobar o rechazar los tratados internacionales sometidos a su consideración, no le impiden modificar el proyecto de acuerdo respectivo, como ocurre constantemente en la práctica parlamentaria, ya que este texto no forma parte del tratado.

Por tal motivo y atendiendo a su elevado interés de que el Congreso Nacional, y no sólo la Cámara de Diputados, exprese formalmente su adhesión

las declaraciones que se depositarán con el instrumento de ratificación, presentaron indicación para agregar un artículo 2° al proyecto de acuerdo, del tenor siguiente:

"Artículo 2°.‑ En conformidad al artículo 1°, el Parlamenta

chileno declara:


1.‑ El Congreso de la República de Chile reitera íntegramente lo expresado en la declaración formulada al suscribir la Convención de Montego Bay, el 10 de diciembre de 1982, en cuanto destaca su aporte en la gestación y caracterización de la zona económica exclusiva. Asimismo, resalta las precisiones efectuadas al concepto "estrechos utilizados para la navegación internacional".

2.‑ Respecto de la Parte II de la Convención:

a) El Congreso de la República de Chile declara que el Tratado de Paz y Amistad suscrito con la República Argentina el 29 de noviembre de 1984 y que entró en vigor el 2 de mayo de 1985, define los límites entre las respectivas soberanías que entró en vigor el 2 de mayo de 1985, define los límites entre las respectivas soberanías sobre el mar, suelo y subsuelo de la República Argentina y de la República de Chile en el Mar de la Zona Austral, en los términos que establecen sus artículos 7° a 9°.

b) Conforme al artículo 13° del Tratado de Paz y Amistad de 1984, la República de Chile, en ejercicio de sus derechos soberanos, otorga a la República Argentina las facilidades de navegación, a través de aguas interiores chilenas, que se especifican en los artículos 1° al 9° del Anexo 2 de dicho Tratado.

Además, los buques de terceras banderas podrán navegar sin obstáculos por sus aguas interiores siguiendo las rutas indicadas en los Artículos 1° y 8° del mismo Anexo 2, sujetándose a la reglamentación chilena pertinente.

El tráfico marítimo chileno hacia y desde el norte por el Estrecho de Le Maire goza de las facilidades que se establecen en el artículo 10° del mismo Anexo N° 2. Ambas Partes acuerdan el régimen de Navegación, Practicaje y Pilotaje en el Canal Beagle que se especifica en el referido Anexo N° 2, Artículos 11° al 16°. Las estipulaciones sobre navegación contenidas en el Tratado de Paz y Amistad de 1984 sustituyen cualquier acuerdo anterior sobre la materia que existiere entre las Partes.

Los regímenes y facilidades de navegación aludidos en el Presente párrafo han sido establecidos en el Tratado de Paz y Amistad de 1984 con el sólo

propósito de facilitar la comunicación marítima entre puntos y espacios marítimos específicos, por vías también específicas que se indican, por lo cual no se aplica a otras vías existentes en la zona no pactadas expresamente.

c) El Parlamento chileno reitera su apoyo a la plena validez y vigencia del Decreto Supremo N° 416 de 1977, del Ministerio de Relaciones Exteriores, que estableció las líneas de base rectas, conforme lo contemplado en el artículo 7° de la Convención, y reiterado por el Artículo 11 del Tratado de Paz y Amistad de 1984.
d) En aquellos casos en que algún Estado establezca limitaciones al derecho de paso inocente para los buques de guerra extranjeros, creemos que la República de Chile debe reservarse el derecho de aplicar similares medidas restrictivas.

3.‑ Respecto a la Parte III de la Convención, cabe señalar que conforme a su artículo 35, c), las disposiciones de esa Parte no afectan el régimen jurídico del Estrecho de Magallanes, ya que su paso está "regulado por convenciones internacionales de larga data y aún vigentes que se refieren específicamente a tales estrechos", como el Tratado de Límites de 1881, régimen que se reitera en el Tratado de Paz y Amistad de 1984.

En este último Tratado, en su artículo 10°, Chile y Argentina acuerdan la línea de delimitación en el término oriental del Estrecho de Magallanes y convienen que esa delimitación en nada altera lo establecido en el Tratado de Límites de 1881, de acuerdo con el cual, y conforme Chile lo había declarado unilateralmente en 1873, dicho Estrecho está neutralizado a perpetuidad y asegurada su libre navegación para las banderas de todas las naciones, en los términos que señala su Artículo V. Por su parte, la República Argentina se obliga a mantener, en cualquier tiempo y circunstancias, el derecho de los buques de todas las banderas a navegar en forma expedita y sin obstáculos a través de sus aguas jurisdicccionales hacia y desde el Estrecho de Magallanes.

4.‑ Teniendo presente su interés en la conservación de los recursos que se encuentran en su zona económica exclusiva y en el área de alta mar adyacente a ella, el Parlamento chileno considera que de acuerdo con las disposiciones de la convención, cuando la misma población o poblaciones de peces asociadas se encuentren en la zona económica exclusiva y en el área de alta mar adyacente a ella, la República de Chile, como Estado ribereño, y los Estados que pesquen esas poblaciones en el área adyacente a su zona económica exclusiva deben acordar las medidas necesarias para la conservación en el alta mar de esas poblaciones o especies asociadas.

5.
En lo que dice relación con la Parte XV de la Convención, el Parlamento de Chile declara que:

a) De conformidad con el Artículo 287 de la Convención, acepta en orden de preferencia los siguientes medios para la solución de controversias relativas a la interpretación o aplicación de la Convención:

i) El Tribunal Internacional del Derecho del Mar constituido de conformidad con el Anexo VI;

ii) Un tribunal arbitral especial, constituido de conformidad con el Anexo VIII, para las categorías de controversias que en él se especifican, relativas a pesquerías, protección y preservación del medio marino, investigación científica marina y navegación, incluida la contaminación causada por buques y por vertimiento.

b) De conformidad con los Artículo 280 a 282 de Convención, la elección de los medios de solución de controversias indicados en el párrafo anterior en nada afecta las obligaciones provenientes de los acuerdos sobre solución pacífica de controversias o en los que se contengan normas de solución de controversias, de carácter general, regional o bilateral en los cuales la República de Chile es parte.

c) De conformidad con el Artículo 298 de la Convención, declara que no acepta ninguno de los procedimientos previstos en la sección 2 de la Parte XV con respecto a las controversias mencionadas en los párrafos 1 a), b) y c) del Artículo 298 de la Convención.".

Puesta en votación, la indicación fue aprobada con la abstención de los señores Diputados Ribera, don Teodoro, y Sota, don Vicente, facultándose al señor Presidente de la Comisión para reemplazar la expresión "Parlamento chileno" por la de "Congreso Nacional de la República de Chile", en todas las disposiciones en que sea necesario y para introducirle otras modificaciones formales menores.
3. Correspondencia de la Convención con las sanciones que contempla la ley N° 18.892.

En esta materia, la Dirección de Política Especial del Ministerio de Relaciones Exteriores y la Subsecretaría de Pesca coincidieron, principalmente, en señalar que el artículo 135 de la ley mencionada, en cuanto establece una pena de presidio menor, contradice el artículo 73, punto 3, de la Convención, ya que este precepto no permite que la legislación interna de los Estados partes contemple penas privativas de libertad u otra forma de castigo corporal por las infracciones de la normativa de pesca que se produzcan en la zona económica exclusiva.

Dicha Dirección agregó que en el artículo 165 de la ley también podrían aparecer elementos de contradicción con los artículos 63, 64 y 66 de la Convención, al fijar normas de conservación y manejo de poblaciones o especies asociadas, de especies altamente migratorias y de poblaciones anádromas, respectivamente, en forma autónoma.

La Subsecretaría de Pesca precisó que en el mar territorial el régimen de sanciones relativo a la actividad pesquera, en términos generales, presenta compatibilidad entre lo establecido en nuestra legislación y la Convención, como consecuencia de ser el mar territorial un espacio marítimo que se halla bajo la soberanía plena del Estado ribereño.

Añadió que no ocurrirá lo mismo con la normativa aplicable en la zona contigua, ya que la ley nacional sanciona en ese espacio tanto conductas meramente contravencionales como penales, según se desprende de los artículos 1; 124 y 127 de la ley N° 18.892. En cambio, la Convención restringe la jurisdicción del Estado ribereño a medidas de fiscalización en el orden aduanero, fiscal, de inmigración o sanitario.

A propósito de estas contradicciones, cabría señalaron que las adecuaciones de la legislación nacional serán necesarias una vez que la Convención sea ratificada e incorporada en el orden jurídico interno.
4.‑ Proposición de texto sustitutivo del proyecto de acuerdo formulado en el. primer informe.

En mérito de los antecedentes expuestos, más las consideraciones que os podrá agregar el señor Diputado Informante, y atendida la indicación aprobada para agregar un artículo segundo, la Comisión os recomienda adoptar el siguiente texto sustitutivo del proyecto de acuerdo propuesto en su primer informe:

"Artículo 1".‑ Apruébanse la "Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar" y sus anexos, adoptados en Montego Bay, Jamaica, el 10 de diciembre de 1982, y el "Acuerdo relativo a la aplicación de la Parte XI de la Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar, de 10 de diciembre de 1982" y su anexo, adoptados en Nueva York, Estados Unidos de América, el 28 de julio de 1994.

Artículo 2".‑ En conformidad a lo dispuesto en el artículo anterior, el Congreso Nacional de la República de Chile declara:

1: Que reitera íntegramente lo expresado en la declaración formulada por el Gobierno de la República de Chile al suscribir la Convención de Montego Bay, el 10 de diciembre de 1982, en cuanto destaca su aporte en la gestación y caracterización de la zona económica exclusiva. Asimismo, resalta las precisiones efectuadas al concepto "estrechos utilizados para la navegación internacional".

2.‑ Respecto de la Parte II de la Convención, el Congreso Nacional de la República de Chile declara:

a) Que el Tratado de Paz y Amistad suscrito con la República Argentina el 29 de noviembre de 1984 y que entró en vigor el 2 de mayo de 1985 define los límites entre las respectivas soberanías sobre el mar, suelo y subsuelo de ambos Estados en el Mar de la Zona Austral, en los términos que establecen sus artículos 7º a 9º.
b) Que, conforme al artículo 13° del Tratado de Paz y Amistad de 1984, la República de Chile, en ejercicio de sus derechos soberanos, otorga a la República Argentina las facilidades de navegación, a través de aguas interiores chilenas, que se especifican en los artículos 1° al 9° del anexo N° 2 de dicho Tratado.

Además, que los buques de terceras banderas pueden navegar sin obstáculos por sus aguas interiores siguiendo las rutas indicadas en los artículos 1° y 8° del mismo anexo N° 2, sujetándose a la reglamentación chilena pertinente.

Que el tráfico marítimo chileno hacia y desde el norte por el Estrecho de Le Maire goza de las facilidades que se establecen en el artículo 10° del mismo anexo N° 2, en el que las Partes Contratantes también acuerdan el régimen de navegación, practicaje y pilotaje en el Canal Beagle, que se especifica en los artículos 11° al 16° del referido anexo N° 2, de manera que las estipulaciones sobre navegación contenidas en el Tratado de Paz y Amistad de 1984 sustituyen cualquier acuerdo anterior sobre la materia que existiere entre las Partes.

Que los regímenes y facilidades de navegación aludidos han sido establecidos en el Tratado de Paz y Amistad de 1984 con el solo propósito de facilitar la comunicación marítima entre puntos y espacios marítimos específicos, por vías también específicas que se indican, por lo cual no se aplican a otras vías existentes en la zona no pactadas expresamente.

c) Que reitera su apoyo a la plena validez y vigencia del decreto supremo N° 416, de 1977, del Ministerio de Relaciones Exteriores, que estableció las líneas de base rectas, conforme lo contemplado en el artículo 7° de la Convención, y reiterado por el artículo 11° del Tratado de Paz y Amistad de 1984.

d) Que en aquellos casos en que algún Estado establezca

limitaciones al derecho de paso inocente para los buques de guerra extranjeros, la República de Chile debe reservarse el derecho de aplicar similares medidas restrictivas.
3.‑ Respecto a la Parte III de la Convención, el Congreso Nacional de la República de Chile señala:

a) Que, conforme a su artículo 35, c), las disposiciones de esa Parte no afectan el régimen jurídico del Estrecho de Magallanes, ya que su paso está "regulado por convenciones internacionales de larga data y aún vigentes que se refieren específicamente a tales estrechos", como el Tratado de Límites de 18 régimen que se reitera en el Tratado de Paz y Amistad de 1984.

b) Que, en el artículo 10° de este último Tratado, las Repúblicas de Chile y de Argentina acuerdan la línea de delimitación en el término oriental del Estrecho de Magallanes y convienen en que esa delimitación en nada altera lo establecido en el Tratado de Límites de 1881, de acuerdo con el cual, y conforme la República de Chile lo había declarado unilateralmente en 1873, dicho Estrecho está neutralizado a perpetuidad y asegurada su libre navegación para las banderas de todas las naciones, en los términos que señala su artículo V. Por su parte, la República Argentina se obliga a mantener, en cualquier tiempo y circunstancias, el derecho de los buques de todas las banderas a navegar en forma expedita y sin obstáculos a través de sus aguas jurisdiccionales hacia y desde el Estrecho de Magallanes.

4.‑ Teniendo presente su interés en la conservación de los recursos que se encuentran en la zona económica exclusiva sometida a la jurisdicción nacional y en el área de alta mar adyacente a ella, el Congreso Nacional de la República de Chile considera que, de acuerdo con las disposiciones de la Convención, cuando la misma población o poblaciones de peces asociadas se encuentren en la zona económica exclusiva y en el área de alta mar adyacente a ella, la República de Chile, como Estado ribereño, y los Estados que pesquen esas poblaciones en el área adyacente a su zona económica exclusiva deben acordar las medidas necesarias para la conservación en el alta mar de esas poblaciones o especies asociadas.
5.‑ En lo que dice relación a la Parte XV de la Convención, el Congreso Nacional de la República de Chile declara:

a) Que, de conformidad con el artículo 287 de la Convención, la República de Chile debe aceptar en orden de preferencia los siguientes medios para la solución de controversias relativas a la interpretación o aplicación de la Convención:

i) El Tribunal Internacional del Derecho del constituido de conformidad con el anexo VI;

ü) Un tribunal arbitral especial, constituido de conformidad con el anexo VIII, para las categorías de controversias que en él se especifican, relativas a pesquerías, protección y preservación del medio marino, investigación científica marina y navegación, incluida la contaminación causada por buques y por vertimiento.

b) Que, de conformidad con los artículos 280 a 282 de la Convención, la elección de los medios de solución de controversias indicados en el párrafo anterior en nada afecta las obligaciones provenientes de los acuerdos sobre solución pacífica de controversias o en los que se contengan normas de solución de controversias, de carácter general, regional o bilateral en los cuales la República de Chile es parte.

c) Que, la República de Chile no debe aceptar ninguno de los procedimientos previstos en la sección 2 de la Parte XV con respecto a las controversias mencionadas en los párrafos 1 a), b) y c) del artículo 298 de la Convención.".
5.‑ Designación de Diputado Informante.

Esta nominación recayó por unanimidad en el H. Diputado don ARTURO LONGTON GUERRERO.

6.‑ Menciones reglamentarias.

Se reitera lo afirmado en el primer informe, en cuanto los instrumentos internacionales en tramitación no contienen disposiciones de rango orgánico constitucional o que requieran de quórum calificado para su aprobación.

Acordado en sesiones de los días 19 de marzo; 2, 9 y 30 de abril; 7 y 14 de mayo, y 18 de junio de 1996, con asistencia de los señores Diputados Fuentealba Vildósola, don Renán (Presidente de la Comisión); Balbontín Arteaga, don Ignacio; Bombal Otaegui, don Carlos; Caminondo Sáez, don Carlos; Dupré Silva, don Carlos; Escalona Medina, don Camilo; Jocelyn‑Holt Letelier, don José Tomás; Letelier Morel, don Juan Pablo; Longton Guerrero, don Arturo; Munizaga Rodríguez, don Eugenio; Pizarro Soto, don Jorge; Ribera Neumann, don Teodoro; Sota Barros, don Vicente; Urrutia Cárdenas, don Salvador, y Valcarce Medina, don Carlos.

SALA DE LA COMISION, a 18 de junio de 1996.

FEDERICO VALLEJOS DE LA BARRA

Secretario de la Comisión

